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INFORME DE CONCILIACIÓN PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 163 DE 2018 CÁMARA, 

119 DE 2019 SENADO

por medio de la cual se regulan las sanciones para 
condenados por corrupción y delitos contra la 
administración pública, así como la cesión unilateral 
administrativa del contrato por actos de corrupción 

y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 17 de diciembre de 2019 
Doctor 
LIDIO ARTURO GARCÍA TURBAY
Presidente 
Senado de la República 
Doctor 
CARLOS ALBERTO CUENCA CHAUX
Presidente
Cámara de Representantes
E. S. D.
Asunto: Informe de Conciliación Proyecto 

de ley número 163 de 2018 Cámara, 119 de 

2019 Senado, por medio de la cual se regulan 
las sanciones para condenados por corrupción y 
delitos contra la administración pública, así como 
la cesión unilateral administrativa del contrato por 
actos de corrupción y se dictan otras disposiciones.

Respetados Presidentes:
En consideración a la designación efectuada por 

las Mesas Directivas del Senado de la República y de 
la Cámara de Representantes y con fundamento en 
lo dispuesto en los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos 
Senadores y Representantes a la Cámara, nos 
permitimos someter, por su conducto, a consideración 
de las Plenarias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes, para continuar su trámite 
correspondiente, el texto conciliado del proyecto de 
ley indicado en la referencia.

El presente proyecto fue aprobado por la Plenaria 
de la Cámara de Representantes el 31 de julio de 
2019 y por la Plenaria del Senado de la República el 
16 de diciembre de la misma anualidad. 

Una vez recibidas las designaciones, procedemos 
a realizar un estudio de los textos aprobados en las 
respectivas cámaras. 

TEXTO APROBADO EN CÁMARA 
DE REPRESENTANTES

TEXTO APROBADO EN SENADO 
DE LA REPÚBLICA OBSERVACIONES

PROYECTO DE LEY NÚMERO 
163 DE 2018 CÁMARA, 119 DE 2019  

SENADO
“Por medio de la cual se regulan las 
sanciones para los condenados por co-
rrupción y delitos contra la Administra-
ción pública, así como la terminación 
unilateral administrativa del contrato 
por actos de corrupción y se dictan 

otras disposiciones”

PROYECTO DE LEY NÚMERO 
163 DE 2018 CÁMARA, 119 DE 2019  

SENADO
“Por medio de la cual se regula las san-
ciones para los condenados por corrup-
ción y delitos contra la administración 
pública, así como la cesión unilateral 
administrativa del contrato por actos 
de corrupción y se dictan otras dispo-

siciones”

Modificaciones en Senado de la Repú-
blica

Artículo 1°. Objeto. La presente ley 
tiene por objeto adoptar medidas para 
la sanción efectiva de los delitos come-
tidos contra la Administración pública, 
a través de la eliminación de beneficios 
penales y de la modificación del régi-
men de inhabilidades para contratar 
con el Estado. Lo anterior, con el fin de 
garantizar el principio constitucional de 
igualdad y transparencia. 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tie-
ne por objeto adoptar medidas para la 
sanción efectiva de los delitos cometi-
dos contra la Administración pública, la 
administración de justicia y que afecten 
el patrimonio del Estado, a través de la 
eliminación de beneficios penales y de 
la modificación del régimen de inhabili-
dades para contratar con el Estado cuan-
do se demuestra la comisión de actos 
de corrupción. Lo anterior, con el fin de 
garantizar el principio constitucional de 
igualdad y transparencia.

Modificaciones en Senado de la Repú-
blica

Artículo 2°. Inhabilidad para contra-
tar. Modifíquese literal j) del numeral 1 
del artículo 8° de la Ley 80 de 1993, el 
cual quedará así: 
j) Las personas naturales que hayan sido 
declaradas responsables judicialmen-
te por la comisión de delitos contra la 
Administración pública o de cualquiera 
de los delitos o faltas contemplados por 
la Ley 1474 de 2011 y sus normas mo-
dificatorias o de cualquiera de las con-
ductas delictivas contempladas por las 
convenciones o tratados de lucha contra 
la corrupción suscritos y ratificados por

Artículo 2°. Inhabilidad para contra-
tar. Modifíquese el literal j) del numeral 
1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993, el 
cual quedará así: 
j) Las personas naturales que hayan sido 
declaradas responsables judicialmen-
te por la comisión de delitos contra la 
Administración Pública, o de cualquiera 
de los delitos o faltas contempladas por 
la Ley 1474 de 2011 y sus normas mo-
dificatorias o de cualquiera de las con-
ductas delictivas contempladas por las 
convenciones o tratados de lucha contra 
la corrupción suscritos y ratificados por

Modificaciones en Senado de la Repú-
blica

https://es.wikipedia.org/wiki/Ernesto_Mac%C3%ADas_Tovar
http://www.camara.gov.co/representantes/alejandro-carlos-chacon-camargo
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Colombia, así como las personas jurídi-
cas que hayan sido declaradas responsa-
bles administrativamente por la conduc-
ta de soborno transnacional. 
Esta inhabilidad procederá preventiva-
mente aun en los casos en los que esté 
pendiente la decisión sobre la impugna-
ción de la sentencia condenatoria. 
Asimismo, la inhabilidad se extenderá a 
las sociedades de las que hagan parte di-
chas personas en calidad de administra-
dores, representantes legales, miembros 
de junta directiva o de socios controlan-
tes, a sus matrices y a sus subordinadas, 
a los grupos empresariales a los que es-
tas pertenezcan y a las sucursales de so-
ciedades extranjeras, con excepción de 
las sociedades anónimas abiertas. 

La inhabilidad prevista en este literal 
será permanente, en la medida en que 
las conductas afecten patrimonialmente 
al Estado; de lo contrario, las personas 
condenadas por tales ilícitos quedarán 
sujetas a una inhabilidad en materia de 
contratación estatal de veinte (20) años. 

Colombia, así como las personas jurídi-
cas que hayan sido declaradas responsa-
bles administrativamente por la conduc-
ta de soborno transnacional. 
Esta inhabilidad procederá preventiva-
mente aún en los casos en los que esté 
pendiente la decisión sobre la impugna-
ción de la sentencia condenatoria. 
Asimismo, la inhabilidad se extenderá a 
las sociedades de las que hagan parte di-
chas personas en calidad de administra-
dores, representantes legales, miembros 
de junta directiva o de socios controlan-
tes, a sus matrices y a sus subordinadas, 
a los grupos empresariales a los que 
estas pertenezcan cuando la conducta 
delictiva haya sido parte de una política 
del grupo y a las sucursales de socieda-
des extranjeras, con excepción de las 
sociedades anónimas abiertas. 
También se considerarán inhabilitadas 
para contratar, las personas jurídicas so-
bre las cuales se haya ordenado la sus-
pensión de la personería jurídica en los 
términos de ley, o cuyos representantes 
legales, administradores de hecho o de 
derecho, miembros de junta directiva 
o sus socios controlantes, sus matrices, 
subordinadas y/o las sucursales de so-
ciedades extranjeras, hayan sido benefi-
ciados con la aplicación de un principio 
de oportunidad por cualquier delito con-
tra la administración pública o el patri-
monio del Estado. 
La inhabilidad prevista en este literal se 
extenderá de forma permanente a las so-
ciedades de las que hagan parte dichas 
personas en las calidades presentadas 
en los incisos anteriores, y se aplicará 
de igual forma a las personas naturales 
que hayan sido declaradas responsables 
judicialmente por la comisión de delitos 
mencionados en este literal. 
Artículo 3º. Adiciónese un parágrafo 3° 
al artículo 8° de la Ley 80 de 1993, que 
trata sobre las inhabilidades e incompa-
tibilidades para contratar con el Estado, 
el cual quedará así: 
(…) 
Parágrafo 3°. Las inhabilidades e in-
compatibilidades contempladas en este 
artículo se aplicarán a cualquier proce-
so de contratación privada en el que se 
comprometan recursos públicos. 

Se adiciona artículo 3º en Senado de la 
República, se reorganiza el articulado.

Artículo 3°. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 68A de la Ley 599 de 2000, el 
cual quedará así: 
Artículo 68 A. Exclusión de los benefi-
cios y subrogados penales. No se con-
cederán la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena; la prisión domi-
ciliaria como sustitutiva de la prisión; 
ni habrá lugar a ningún otro beneficio, 
judicial o administrativo, salvo los be-
neficios por colaboración regulados  
por la ley, siempre que esta sea efectiva,

Artículo 3º de Cámara, eliminado en 
Senado de la República.
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cuando la persona haya sido condenada 
por delito doloso dentro de los cinco (5) 
años anteriores. 
Tampoco quienes hayan sido conde-
nados por delitos dolosos contra la 
Administración pública; delitos contra 
las personas y bienes protegidos por el 
Derecho Internacional Humanitario; 
delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexual; estafa y abuso de 
confianza que recaigan sobre los bienes 
del Estado; captación masiva y habitual 
de dineros; utilización indebida de in-
formación privilegiada; concierto para 
delinquir agravado; lavado de activos; 
soborno transnacional; violencia intra-
familiar; hurto calificado; extorsión, le-
siones personales con deformidad cau-
sadas con elemento corrosivo; violación 
ilícita de comunicaciones; violación ilí-
cita de comunicaciones o corresponden-
cia de carácter oficial; trata de personas; 
apología al genocidio; lesiones persona-
les por pérdida anatómica o funcional 
de un órgano o miembro; desplazamien-
to forzado; tráfico de migrantes; testafe-
rrato; enriquecimiento ilícito de particu-
lares; apoderamiento de hidrocarburos, 
sus derivados, biocombustibles o mez-
clas que los contengan; receptación; 
instigación a delinquir; empleo o lanza-
miento de sustancias u objetos peligro-
sos; fabricación, importación, tráfico, 
posesión o uso de armas químicas, bio-
lógicas y nucleares; delitos relaciona-
dos con el tráfico de estupefacientes y 
otras infracciones; espionaje; rebelión; 
y desplazamiento forzado; usurpación 
de inmuebles, falsificación de moneda 
nacional o extranjera; exportación o im-
portación ficticia; evasión fiscal; negati-
va de reintegro; contrabando agravado; 
contrabando de hidrocarburos y sus de-
rivados; ayuda e instigación al empleo, 
producción y transferencia de minas an-
tipersonal. 
Lo dispuesto en el presente artículo no 
se aplicará respecto de la sustitución de 
la detención preventiva y de la sustitu-
ción de la ejecución de la pena en los 
eventos contemplados en los numerales 
2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 
de 2004. 
Parágrafo 1°. Lo dispuesto en el pre-
sente artículo no se aplicará a la libertad 
condicional contemplada en el artículo 
64 de este Código, ni tampoco para lo 
dispuesto en el artículo 38G del presen-
te Código. 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el pri-
mer inciso del presente artículo no se 
aplicará respecto de la suspensión de la 
ejecución de la pena, cuando los antece-
dentes personales, sociales y familiares 
sean indicativos de que no existe la po-
sibilidad de la ejecución de la pena. 
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Parágrafo 3°. En lo que respecta a los 
actos de corrupción que se enmarquen 
en los delitos contra la Administración 
pública, el orden económico y social, 
los mecanismos de participación demo-
crática u otros, en el que el sujeto pasi-
vo sea servidor o funcionario público o 
particulares que desempeñen funciones 
públicas en ejercicio de sus funciones, 
no se concederán medidas de asegura-
miento no intramurales, los beneficios 
y subrogados penales, la reclusión en 
lugares o establecimientos especiales 
salvo los beneficios por colaboración 
regulados por la ley.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 
38G de la Ley 599 de 2000, el cual que-
dará así: 
Artículo 38G. La ejecución de la pena 
privativa de la libertad se cumplirá en el 
lugar de residencia o morada del conde-
nado cuando haya cumplido la mitad de 
la condena y concurran los presupues-
tos contemplados en los numerales 3 y 
4 del artículo 38B del presente código, 
excepto en los casos en que el conde-
nado pertenezca al grupo familiar de la 
víctima o en aquellos eventos en que fue 
sentenciado por alguno de los siguientes 
delitos del presente código: genocidio; 
contra el derecho internacional humani-
tario; desaparición forzada; secuestro ex-
torsivo; tortura; desplazamiento forzado; 
tráfico de menores; uso de menores de 
edad para la comisión de delitos; tráfico 
de migrantes; trata de personas; delitos 
contra la libertad, integridad y formación 
sexuales; extorsión; concierto para delin-
quir agravado; lavado de activos; terro-
rismo; usurpación y abuso de funciones 
públicas con fines terroristas; financia-
ción del terrorismo y de actividades de 
delincuencia organizada; administración 
de recursos con actividades terroristas y 
de delincuencia organizada; financiación 
del terrorismo y administración de recur-
sos relacionados con actividades terroris-
tas; fabricación, tráfico y porte de armas 
y municiones de uso restringido, uso 
privativo de las fuerzas armadas o explo-
sivos; delitos relacionados con el tráfico 
de estupefacientes, salvo los contempla-
dos en el artículo 375 y el inciso 2° del 
artículo 376; peculado por apropiación; 
concusión; cohecho propio; cohecho im-
propio; cohecho por dar u ofrecer; interés 
indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisi-
tos legales; acuerdos restrictivos de la 
competencia; tráfico de influencias de 
servidor público; enriquecimiento ilícito; 
prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; 
amenazas a testigo; ocultamiento, altera-
ción o destrucción de elemento material 
probatorio; en los delitos que afecten el 
patrimonio del Estado. 

Artículo nuevo en Senado de la Repú-
blica
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Parágrafo. Los particulares que hu-
bieran participado en los delitos de 
peculado por apropiación, concusión, 
cohecho propio, cohecho impropio, co-
hecho por dar u ofrecer, interés indebido 
en la celebración de contrato, contrato 
sin cumplimiento de requisitos legales, 
acuerdos restrictivos de la competencia, 
tráfico de influencias de servidor públi-
co, enriquecimiento ilícito, prevaricato 
por acción, falso testimonio, soborno, 
soborno en la actuación penal, amenaza 
a testigos, ocultamiento, alteración, des-
trucción material probatorio, no tendrán 
el beneficio de que trata este artículo.
Artículo 5°. Detención y reclusión 
efectiva. Adiciónese un parágrafo al ar-
tículo 29 de la Ley 65 de 1993, el cual 
quedará así: 
Artículo 29. Reclusión en casos espe-
ciales. Cuando el hecho punible haya 
sido cometido por personal del Institu-
to Nacional Penitenciario y Carcelario, 
funcionarios y empleados de la Justicia 
Penal, Cuerpo de Policía Judicial y del 
Ministerio Público, servidores públicos 
de elección popular, por funcionarios 
que gocen de fuero legal o constitucio-
nal, ancianos o indígenas, la detención 
preventiva se llevará a cabo en estable-
cimientos especiales o en instalaciones 
proporcionadas por el Estado. Esta si-
tuación se extiende a los exservidores 
públicos respectivos. 
La autoridad judicial competente o el 
Director General del Instituto Nacio-
nal Penitenciario y Carcelario, según el 
caso, podrá disponer la reclusión en lu-
gares especiales, tanto para la detención 
preventiva como para la condena, en 
atención a la gravedad de la imputación, 
condiciones de seguridad, personalidad 
del individuo, sus antecedentes y con-
ducta. 
También procederá la reclusión en esta-
blecimiento o pabellón especial cuando 
se haya ordenado el arresto de fin de 
semana, el arresto ininterrumpido, el 
cumplimiento de fallos de tutela que 
impliquen privación de la libertad supe-
rior a diez (10) días y las privaciones de 
la libertad a las que se refiere el inciso 
cuarto del artículo 28 de la Constitución 
Política. 
Parágrafo 1°. Las entidades públicas o 
privadas interesadas podrán contribuir a 
la construcción de los centros especia-
les. En el sostenimiento de dichos cen-
tros, podrán participar entidades públi-
cas y privadas sin ánimo de lucro. 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el inciso 
2°, en ningún caso aplicará a los servi-
dores o ex servidores públicos condena-
dos por cometer delitos de, peculado por 
apropiación, concusión, cohecho pro-
pio, cohecho impropio, cohecho por dar

Artículo nuevo en Senado de la Repú-
blica
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u ofrecer, interés indebido en la celebra-
ción de contratos, contrato sin cumpli-
mientos de requisitos legales, acuerdos 
restrictivos de la competencia, tráfico de 
influencias de servidor público, enrique-
cimiento ilícito, prevaricato por acción, 
falso testimonio, soborno, soborno en 
la actuación penal, amenazas a testigo, 
ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio, o de-
litos que atenten el patrimonio del Es-
tado, quienes deberán ser recluidos en 
pabellones especiales para servidores 
públicos dentro del respectivo estableci-
miento penitenciario o carcelario.
Artículo 6º. (Eliminado) Artículo adicionado en la Comisión Pri-

mera de Senado y se eliminó en Plenaria.
Artículo 4°. Inhabilidad sobrevinien-
te. Adiciónese el siguiente parágrafo al 
artículo 9 de la Ley 80 de 1993, el cual 
quedará así: 
DE LAS INHABILIDADES E IN-
COMPATIBILIDADES SOBREVI-
NIENTES
Si llegare a sobrevenir inhabilidad o 
incompatibilidad en el contratista, este 
cederá el contrato previa autorización 
escrita de la entidad contratante o, si 
ello no fuere posible, renunciará a su 
ejecución. 
Cuando la inhabilidad o incompatibili-
dad sobrevenga en un proponente den-
tro de una licitación o concurso, se en-
tenderá que renuncia a la participación 
en el proceso de selección y a los dere-
chos surgidos del mismo. 
Si la inhabilidad o incompatibilidad so-
breviene en uno de los miembros de un 
consorcio o unión temporal, este cederá 
su participación a un tercero previa au-
torización escrita de la entidad contra-
tante. En ningún caso podrá haber ce-
sión del contrato entre quienes integran 
el consorcio o unión temporal. 
Parágrafo. Cuando la inhabilidad so-
breviniente sea la contemplada en el 
literal j) del numeral 1 del artículo 8° 
de la Ley 80 de 1993, procederá la re-
nuncia del contrato a la que se refiere 
este artículo, no obstante, cuando el 
contratista se rehúse a ceder o renunciar 
a la ejecución del contrato, la entidad 
mediante acto administrativo debida-
mente motivado podrá terminar antici-
pada y unilateralmente el contrato, sin 
que haya lugar a indemnización alguna, 
sin perjuicio de efectuar el pago de las 
prestaciones efectivamente ejecutadas. 
Para el caso de la cesión, facúltese al 
Gobierno nacional, para que en un tér-
mino de seis (6) meses, expida la regla-
mentación correspondiente sobre el pro-
cedimiento de cesión del contrato.

Artículo 7°. Inhabilidad sobreviniente. 
Modifíquese el artículo 9° de la Ley 80 
de 1993, el cual quedará así: 

DE LAS INHABILIDADES E IN-
COMPATIBILIDADES SOBREVI-
NIENTES
Si llegare a sobrevenir inhabilidad o 
incompatibilidad en el contratista, este 
cederá el contrato previa autorización 
escrita de la entidad contratante o, si 
ello no fuere posible, renunciará a su 
ejecución. 
Cuando la inhabilidad o incompatibili-
dad sobrevenga en un proponente den-
tro de un proceso de selección, se enten-
derá que renuncia a la participación en 
el proceso de selección y a los derechos 
surgidos del mismo. 
Si la inhabilidad o incompatibilidad so-
breviene en uno de los miembros de un 
consorcio o unión temporal, este cederá 
su participación a un tercero previa au-
torización escrita de la entidad contra-
tante. En ningún caso podrá haber ce-
sión del contrato entre quienes integran 
el consorcio o unión temporal. 
Parágrafo 1°. Cuando la inhabilidad 
sobreviniente sea la contemplada en el 
literal j) del numeral 1 del artículo 8° de 
la Ley 80 de 1993, o cuando administra-
tivamente se haya sancionado por actos 
de corrupción al contratista, no proce-
derá la renuncia del contrato a la que se 
refiere este artículo. La entidad estatal 
ordenará mediante acto administrativo 
motivado la cesión unilateral, sin lugar 
a indemnización alguna al contratista 
inhábil. 

Para el caso de cesión, será la entidad 
contratante la encargada de determinar 
el cesionario del contrato. 

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional re-
glamentará el procedimiento de la cesión 
del contrato de que trata este ar tículo, en 
término no mayor a seis (6) meses.

Modificaciones en Senado de la Repú-
blica



Gaceta del Congreso  1233	 Martes, 17 de diciembre de 2019	 Página 19

TEXTO APROBADO EN CÁMARA 
DE REPRESENTANTES

TEXTO APROBADO EN SENADO 
DE LA REPÚBLICA OBSERVACIONES

Artículo 5°. Adiciónese un numeral 5 al 
artículo 17 de la Ley 80 de 1993, el cual 
quedará así: 
Artículo 17. De la terminación unila-
teral. La entidad en acto administrativo 
debidamente motivado dispondrá la ter-
minación anticipada del contrato en los 
siguientes eventos: 
1. Cuando las exigencias del servicio 
público lo requieran o la situación de 
orden público lo imponga. 
2. Por muerte o incapacidad física per-
manente del contratista, si es persona 
natural, o por disolución de la persona 
jurídica del contratista. 
3. Por interdicción judicial o declara-
ción de quiebra del contratista. 
4. Por cesación de pagos, concurso de 
acreedores o embargos judiciales del 
contratista que afecten de manera grave 
el cumplimiento del contrato. 
5. Por haberse demostrado, a través de 
sentencia judicial en firme, la comisión 
de delitos contra la Administración pú-
blica o de cualquiera de los delitos o 
faltas contemplados por la Ley 1474 de 
2011 y sus normas modificatorias o de 
cualquiera de las conductas delictivas 
contempladas por las convenciones o 
tratados de lucha contra la corrupción 
suscritos y ratificados por Colombia. 
Esta causal se aplicará de igual forma 
a los integrantes de las personas jurídi-
cas, uniones temporales o consorcio con 
quien se haya celebrado el contrato. 
Sin embargo, en los casos a que se refie-
ren los numerales 2 y 3 de este artículo 
podrá continuarse la ejecución con el 
garante de la obligación. 
La iniciación de trámite concordatario 
no dará lugar a la declaratoria de termi-
nación unilateral. En tal evento la ejecu-
ción se hará con sujeción a las normas 
sobre administración de negocios del 
deudor en concordato. La entidad dis-
pondrá las medidas de inspección, con-
trol y vigilancia necesarias para asegurar 
el cumplimiento del objeto contractual e 
impedir la paralización del servicio. 

Eliminado en Senado de la República

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 17B 
a la Ley 80 de 1993, el cual será del si-
guiente tenor: 
Artículo 17B. Efectos de la sentencia 
judicial por actos de corrupción. 
Una vez en firme y ejecutoriada la sen-
tencia judicial que determina la comi-
sión de delitos contra la Administración 
pública o de cualquiera de los delitos 
contemplados en el literal j) del artículo 
8 de la Ley 80 de 1993, se hará exigible 
por parte de la Administración la cláu-
sula penal pecuniaria. 

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 17B 
a la Ley 80 de 1993, el cual será del si-
guiente tenor: 
Artículo 17B. Efectos de la sentencia 
judicial por actos de corrupción. 
Una vez en firme y ejecutoriada la sen-
tencia judicial que determina la comi-
sión de delitos contra la Administración 
pública o de cualquiera de los delitos 
contemplados en el literal j) del artículo 
8° de la Ley 80 de 1993, se hará exigible 
por parte de la Administración la cláu-
sula penal pecuniaria.

Se mantiene el mismo texto en ambas 
corporaciones. 

Artículo Nuevo. Adiciónese un nuevo 
artículo a la Ley 80 de 1993, el cual 
será del siguiente tenor: 
Artículo Nuevo. Efectos de la declarato-
ria de terminación unilateral del contrato.

Artículo 9°. Adiciónese un nuevo artí-
culo 9A a la Ley 80 de 1993, el cual será 
del siguiente tenor: 
Artículo 9A. Efectos de la declaratoria 
de cesión unilateral del contrato. 

Modificaciones en Senado de la Repú-
blica
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TEXTO APROBADO EN CÁMARA 
DE REPRESENTANTES

TEXTO APROBADO EN SENADO 
DE LA REPÚBLICA OBSERVACIONES

Por actos de corrupción en firme el acto 
administrativo que declara la termina-
ción unilateral del contrato por actos 
de corrupción. Las autoridades deberán 
compulsar copias a las autoridades fis-
cales, disciplinarias y penales para las 
investigaciones de su competencia. 

En firme el acto administrativo que or-
dena la cesión unilateral del contrato 
por actos de corrupción. La entidad que 
la haya declarado deberá compulsar co-
pias a las autoridades fiscales, discipli-
narias y penales para las investigaciones 
de su competencia.
Artículo 10. (Nuevo). Los condenados 
por corrupción de acuerdo con lo estipu-
lado en la presente Ley no podrán ejer-
cer la cátedra en colegios ni en institu-
ciones de educación superior oficiales.

Artículo nuevo en Senado de la Repú-
blica

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley 
rige a partir de su promulgación y de-
roga todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 

Artículo 11. Vigencia. La presente ley 
rige hacia futuro a partir de su promul-
gación, respetando el principio de irre-
troactividad de la ley penal y deroga 
todas las disposiciones que le sean con-
trarias. 

Modificaciones en Senado de la Repú-
blica

Con fundamento en las anteriores considera-
ciones, los suscritos conciliadores, hemos decidido 
acoger como texto definitivo el aprobado por la 
Honorable Plenaria del Senado de la República del 
Proyecto de ley número 163 de 2018 Cámara, 
119 de 2019 Senado, por medio de la cual se regula 
las sanciones para condenados por corrupción y 
delitos contra la administración pública, así como 
la cesión unilateral administrativa del contrato por 
actos de corrupción y se dictan otras disposiciones, 
el cual se transcribe a continuación: 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 119 DE 2019 

SENADO, 163 DE 2018 CÁMARA 
por medio de la cual se regula las sanciones para 
los condenados por corrupción y delitos contra la 
administración pública, así como la cesión unilateral 
administrativa del contrato por actos de corrupción 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto adoptar medidas para la sanción efectiva 
de los delitos cometidos contra la Administración 
pública, la administración de justicia y que afecten el 
patrimonio del Estado, a través de la eliminación de 
beneficios penales y de la modificación del régimen 
de inhabilidades para contratar con el Estado cuando 
se demuestra la comisión de actos de corrupción. 
Lo anterior, con el fin de garantizar el principio 
constitucional de igualdad y transparencia 

Artículo 2°. Inhabilidad para contratar. 
Modifíquese el literal j) del numeral 1 del artículo 
8° de la Ley 80 de 1993, el cual quedará así: 

j) 	 Las personas naturales que hayan sido 
declaradas responsables judicialmente por la 
comisión de delitos contra la Administración 
Pública, o de cualquiera de los delitos o faltas 
contempladas por la Ley 1474 de 2011 y sus normas 
modificatorias o de cualquiera de las conductas 
delictivas contempladas por las convenciones o 
tratados de lucha contra la corrupción suscritos y 

ratificados por Colombia, así como las personas 
jurídicas que hayan sido declaradas responsables 
administrativamente por la conducta de soborno 
transnacional. 

Esta inhabilidad procederá preventivamente aún 
en los casos en los que esté pendiente la decisión 
sobre la impugnación de la sentencia condenatoria. 

Asimismo, la inhabilidad se extenderá a las 
sociedades de las que hagan parte dichas personas en 
calidad de administradores, representantes legales, 
miembros de junta directiva o de socios controlantes, 
a sus matrices y a sus subordinadas, a los grupos 
empresariales a los que estas pertenezcan cuando la 
conducta delictiva haya sido parte de una política del 
grupo y a las sucursales de sociedades extranjeras, 
con excepción de las sociedades anónimas abiertas. 

También se considerarán inhabilitadas para 
contratar, las personas jurídicas sobre las cuales se 
haya ordenado la suspensión de la personería jurídica 
en los términos de ley, o cuyos representantes legales, 
administradores de hecho o de derecho, miembros 
de junta directiva o sus socios controlantes, sus 
matrices, subordinadas y/o las sucursales de 
sociedades extranjeras, hayan sido beneficiados con 
la aplicación de un principio de oportunidad por 
cualquier delito contra la administración pública o 
el patrimonio del Estado.

La inhabilidad prevista en este literal se 
extenderá de forma permanente a las sociedades de 
las que hagan parte dichas personas en las calidades 
presentadas en los incisos anteriores, y se aplicará 
de igual forma a las personas naturales que hayan 
sido declaradas responsables judicialmente por la 
comisión de delitos mencionados en este literal. 

Artículo 3º. Adiciónese un parágrafo 3° al 
artículo 8° de la Ley 80 de 1993, que trata sobre las 
inhabilidades e incompatibilidades para contratar 
con el Estado, el cual quedará así: 

(…) 
Parágrafo 3°. Las inhabilidades e incompa-

tibilidades contempladas en este artículo se aplicarán 
a cualquier proceso de contratación privada en el 
que se comprometan recursos públicos. 
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Artículo 4°. Modifíquese el artículo 38G de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 38G. La ejecución de la pena privativa 
de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia 
o morada del condenado cuando haya cumplido la 
mitad de la condena y concurran los presupuestos 
contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 
38B del presente código, excepto en los casos en 
que el condenado pertenezca al grupo familiar de la 
víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado 
por alguno de los siguientes delitos del presente 
código: genocidio; contra el derecho internacional 
humanitario; desaparición forzada; secuestro 
extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de 
menores; uso de menores de edad para la comisión de 
delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado 
de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación 
del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con 
actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de 
recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones 
de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el 
tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2° del artículo 376; 
peculado por apropiación; concusión; cohecho 
propio; cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; 
interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; 
acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento 
ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas 
a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que 
afecten el patrimonio del Estado. 

Parágrafo. Los particulares que hubieran 
participado en los delitos de peculado por apropiación, 
concusión, cohecho propio, cohecho impropio, 
cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 
celebración de contrato, contrato sin cumplimiento 
de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 
competencia, tráfico de influencias de servidor 
público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por 
acción, falso testimonio, soborno, soborno en la 
actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 
alteración, destrucción material probatorio, no 
tendrán el beneficio de que trata este artículo.

Artículo 5°. Detención y reclusión efectiva. 
Adiciónese un parágrafo al artículo 29 de la Ley 65 
de 1993, el cual quedará así: 

Artículo 29. Reclusión en casos especiales. 
Cuando el hecho punible haya sido cometido por 
personal del Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, funcionarios y empleados de la Justicia 
Penal, Cuerpo de Policía Judicial y del Ministerio 
Público, servidores públicos de elección popular, 

por funcionarios que gocen de fuero legal o 
constitucional, ancianos o indígenas, la detención 
preventiva se llevará a cabo en establecimientos 
especiales o en instalaciones proporcionadas por el 
Estado. Esta situación se extiende a los exservidores 
públicos respectivos. 

La autoridad judicial competente o el Director 
General del Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario, según el caso, podrá disponer la 
reclusión en lugares especiales, tanto para la 
detención preventiva como para la condena, en 
atención a la gravedad de la imputación, condiciones 
de seguridad, personalidad del individuo, sus 
antecedentes y conducta.

También procederá la reclusión en establecimiento 
o pabellón especial cuando se haya ordenado el 
arresto de fin de semana, el arresto ininterrumpido, 
el cumplimiento de fallos de tutela que impliquen 
privación de la libertad superior a diez (10) días 
y las privaciones de la libertad a las que se refiere 
el inciso cuarto del artículo 28 de la Constitución 
Política.

Parágrafo 1°. Las entidades públicas o privadas 
interesadas podrán contribuir a la construcción de 
los centros especiales. En el sostenimiento de dichos 
centros, podrán participar entidades públicas y 
privadas sin ánimo de lucro. 

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el inciso 2°, 
en ningún caso aplicará a los servidores o ex 
servidores públicos condenados por cometer delitos 
de, peculado por apropiación, concusión, cohecho 
propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, 
interés indebido en la celebración de contratos, 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales, 
acuerdos restrictivos de la competencia, tráfico de 
influencias de servidor público, enriquecimiento 
ilícito, prevaricato por acción, falso testimonio, 
soborno, soborno en la actuación penal, amenazas 
a testigo, ocultamiento, alteración o destrucción de 
elemento material probatorio, o delitos que atenten 
el patrimonio del Estado, quienes deberán ser 
recluidos en pabellones especiales para servidores 
públicos dentro del respectivo establecimiento 
penitenciario o carcelario. 

Artículo 6º. Inhabilidad sobreviniente. 
Modifíquese el artículo 9° de la Ley 80 de 1993, el 
cual quedará así: 

DE LAS INHABILIDADES E 
INCOMPATIBILIDADES SOBREVINIENTES

Si llegare a sobrevenir inhabilidad o 
incompatibilidad en el contratista, este cederá el 
contrato previa autorización escrita de la entidad 
contratante o, si ello no fuere posible, renunciará a 
su ejecución. 

Cuando la inhabilidad o incompatibilidad 
sobrevenga en un proponente dentro de un 
proceso de selección, se entenderá que renuncia a 
la participación en el proceso de selección y a los 
derechos surgidos del mismo. 
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Si la inhabilidad o incompatibilidad sobreviene 
en uno de los miembros de un consorcio o unión 
temporal, este cederá su participación a un tercero 
previa autorización escrita de la entidad contratante. 
En ningún caso podrá haber cesión del contrato entre 
quienes integran el consorcio o unión temporal. 

Parágrafo 1°. Cuando la inhabilidad 
sobreviniente sea la contemplada en el literal j) del 
numeral 1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993, o 
cuando administrativamente se haya sancionado 
por actos de corrupción al contratista, no procederá 
la renuncia del contrato a la que se refiere este 
artículo. La entidad estatal ordenará mediante acto 
administrativo motivado la cesión unilateral, sin 
lugar a indemnización alguna al contratista inhábil. 

Para el caso de cesión, será la entidad contratante 
la encargada de determinar el cesionario del contrato. 

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional reglamentará 
el procedimiento de la cesión del contrato de que 
trata este artículo, en término no mayor a seis (6) 
meses. 

Artículo 7°. Adiciónese el artículo 17B a la Ley 
80 de 1993, el cual será del siguiente tenor: 

Artículo 17B. Efectos de la sentencia judicial 
por actos de corrupción. Una vez en firme y 
ejecutoriada la sentencia judicial que determina la 
comisión de delitos contra la Administración pública 
o de cualquiera de los delitos contemplados en el 
literal j) del artículo 8° de la Ley 80 de 1993, se hará 
exigible por parte de la Administración la cláusula 
penal pecuniaria. 

Artículo 8°. Adiciónese un nuevo artículo 9A a 
la Ley 80 de 1993, el cual será del siguiente tenor: 

Artículo 9A. Efectos de la declaratoria de 
cesión unilateral del contrato. En firme el acto 
administrativo que ordena la cesión unilateral del 
contrato por actos de corrupción. La entidad que 
la haya declarado deberá compulsar copias a las 
autoridades fiscales, disciplinarias y penales para las 
investigaciones de su competencia. 

Artículo 9°. Los condenados por corrupción de 
acuerdo con lo estipulado en la presente ley no podrán 
ejercer la cátedra en colegios ni en instituciones de 
educación superior oficiales.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige hacia 
futuro a partir de su promulgación, respetando el 
principio de irretroactividad de la ley penal y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 

De los Honorables Congresistas,

Gaceta número 1233 - Martes , 17 de diciembre de 2019
CÁMARA DE REPRESENTANTES
INFORMES DE CONCILIACIÓN

Informe de conciliación y texto conciliado al 
Proyecto de ley número 233 de 2019 Senado,174 
de 2019 Cámara, por medio del cual se crea la 
interoperabilidad de la historia clínica electrónica y 
se dictan otras disposiciones...............................	 1

Informe de conciliación al Proyecto de ley número 163 
de 2018 Cámara, 119 de 2019 Senado, por medio 
de la cual se regulan las sanciones para condenados 
por corrupción y delitos contra la administración 
pública, así como la cesión unilateral administrativa 
del contrato por actos de corrupción y se dictan otras 
disposiciones.......................................................	 13

Págs.

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2019


	INFORME DE CONCILIACIÓN PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2018 CÁMARA, 119 DE 2019 SENADO
	por medio de la cual se regulan las sanciones para condenados por corrupción y delitos contra la administración pública, así como la cesión unilateral administrativa del contrato por actos de corrupción y se dictan otras disposiciones.
	PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY Número 280 de 2019 (CÁMARA) 234 de 2019 (SENADO)
	por la cual se establecen exenciones de impuestos de carácter nacional y tributos aduaneros para la realización del Campeonato Masculino de Fútbol Internacional Copa América 2020.

